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Honorable Cámara de Diputados
Provincia de Buenos Aires


PROYECTO DE LEY
LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS Y CAMARA DE SENADORES DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE LEY

Artículo 1. La "Extinción de Dominio" es la consecuencia patrimonial de actividades ilícitas cometidas dentro del territorio provincial y consiste en la declaración de titularidad a favor del Estado provincial, de los bienes a que se refiere la presente ley, sin ningún tipo de contraprestación ni compensación; previa sentencia judicial fundada en la presente Ley.
La presente ley reglamenta en el ámbito de la provincia de Buenos Aires la extinción del dominio privado de aquellos bienes muebles o inmuebles que sean consecuencia de procesos judiciales o administrativos derivados de actividades ilícitas. 
Artículo 2. La presente ley se aplicará en los casos de bienes producto de delitos que tengan prevista una escala penal máxima de 6 años de pena privativa de libertad y que sean cometidos en el territorio de la provincia de Buenos Aires. 
Artículo 3. La Acción de Extinción de Dominio es de naturaleza jurisdiccional, de carácter real, de contenido patrimonial, y autónoma e independiente de cualquier otra acción Civil o Penal o de cualquier naturaleza. 
Articulo 4. Toda autoridad judicial o policial provincial que en el ejercicio de sus funciones tome conocimiento de bienes muebles o inmuebles conforme el art. 1 de la presente, deberá comunicarlo dentro de los 30 dias al Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires.
Artículo 5. Tiene legitimación para iniciar y proseguir la acción de extinción de dominio el Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires.
El Fiscal de Estado debe iniciar de oficio la acción de extinción de dominio cuando, a través de la comuniciación del juez interviniente en un proceso  penal o de la autoridad policial, tome conocimiento de alguna de las causales establecidas en la presente ley para la promoción de la acción.
Ante el Fiscal de Estado se podrá presentar cualquier particular, funcionario o empleado público u cualquier organismo público o privado para anoticiarlo del hecho, pero la promoción de la acción quedara exclusivamente a cargo del Fiscal de Estado. 
Artículo 6. La Extinción de Dominio procede sobre los siguientes bienes:
· Bienes que sean producto u objeto material de la actividades ilícitas 
· Bienes que provengan de la transformación o conversión parcial o total, física o jurídica del producto, instrumento u objeto material de las actividades ilícitas 
· Bienes de origen lícito utilizados para ocultar bienes de procedencia ilícita
· Bienes que constituyan un incremento patrimonial no justificado; cuando existan elementos que permitan considerar razonablemente que provienen de actividades ilícitas
· Bienes que constituyan ingresos, rentas, frutos, ganancias y otros beneficios derivados de los anteriores bienes
· Bienes de origen lícito cuyo valor sea equivalente a cualquiera de los bienes descritos en los incisos anteriores, cuando no sea posible su localización, identificación, o aprehensión material.
En todos los casos, la acción estará limitada a aquellos bienes que no hubieran sido decomisados en los términos del artículo 23 del Código Penal Argentino. 
Artículo 7. Son presupuestos para la procedencia de la acción de extinción de dominio:
A.	La persona sometida a proceso penal haya fallecido
B.	La persona sometida a proceso penal sea declarada rebelde
C.	La persona sometida a proceso penal haya sido declarada inimputable
D.	Haya prescripto la acción penal.
La acción de extinción de dominio también se podrá iniciar en aquellos casos en los que la persona haya fallecido sin que se haya instado acción penal contra ella.
La acción alcanza a los frutos, productos o ganancias producidos por los bienes incorporados al patrimonio del imputado en forma ilícita.
Artículo 8. Ningún acto jurídico realizado sobre los bienes enumerados en el artículo anterior legitima los derechos reales sobre los mismos; pero la acción no procederá contra terceros adquirentes de buena fe a título oneroso.
Artículo 9. Los derechos sobre los bienes enumerados en el artículo 6 no se consolidan por causa de muerte. En caso de fallecimiento de su titular, es procedente la acción, que tramitará ante sus sucesores a título universal y/o singular.
Artículo 10. Resulta competente el fuero civil y comercial provincial para entender en la presente acción.
Artículo 11. El proceso de extinción de dominio se regirá por las reglas del proceso sumario del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires salvo lo expresamente establecido en la presente ley. 
Artículo 12. Las personas que han sido declaradas rebeldes en sede penal serán representadas en juicio por la unidad de defensa civil, a efectos de resguardar su debida defensa. 
Artículo 13. En caso de que existan otras acciones judiciales por el mismo hecho llevadas adelante por víctimas con miras a obtener algún resarcimiento, éstas tendrán prioridad en el cobro frente al Estado.
Artículo 14. En los casos en que la acción de extinción de dominio se haya instado contra un rebelde que fuere habido con posterioridad al inicio del proceso, de no mediar sentencia se suspenderá el trámite del proceso, y deberá de reiniciarse si se dan algunos de los supuestos contemplados en esta ley. 
Artículo 15. La actividad probatoria se regirá por las reglas del Código de Procedimiento Civil y Comercial y la acción de extinción de dominio se debe basar en las actuaciones judiciales o administrativas que acrediten su procedencia ilícita. 
Artículo 16. La sentencia, en caso de ordenar la extinción de dominio del bien, deberá individualizar, determinar y especificar el bien.
Si se trata de un bien registrable deberá ordenar su inscripción en favor del Estado en el registro respectivo.  
Artículo 17. Una vez firme la sentencia que dispone la extinción del dominio en favor del Estado, el Fiscal de Estado procederá a su liquidación para que el producto resultante de ello pase a integrar el patrimonio público.
Antes de proceder a la liquidación consultará con el Poder Ejecutivo tanto provincial como municipal si desea conservar el bien quienes deberan de informarlo por escrito y fundadamente en un plazo de 10 días. 
Si el Poder Ejecutivo decide quedarse con el bien deberá de afectarlo para un fin de interes social. 
En caso de bienes inmuebles queda prohibido la posibilidad de afectarlo a una dependencia gubernamental u oficinas administrativas a excepción de que se afecte el inmueble para que sea utilizado exclusivamente por la Direccón General de Escuelas.   
Artículo 18. El Fiscal de Estado, en caso de que no se produzca lo establecido en el articulo anterior, deberá girar el total de lo recaudado al Poder Ejecutivo. 
El poder ejecutivo deberá distribuir de la siguiente manera:
a) 20% para la capacitación del personal perteneciente a la Fiscalía de Estado involucrada en el procedimiento
b) 20% será destinado al programas de Prevención de adiciones 
c) 40% a la Direccion General de Cultura y Educacion
d) 20% al municipio en donde se ubica el bien o al lugar en donde más impacto nocivo creo la actividad ilícita 
Artículo 19. Se debe dar a publicidad lo realizado con el dinero proveniente de la recuperación de activos, realizando las siguientes acciones:
a. Publicar la sentencia por tres días en el Boletín Oficial.
b. Ordenar la publicación de un extracto de la sentencia en dos diarios de circulación nacional al menos por dos días.
c. Publicar por tres días en el Boletín Oficial, el acto administrativo por el cual se dispuso la utilización del dinero o el destino del inmueble.  
d. Ordenar, al menos por dos días, la publicación del acto administrativo por el cual se dispuso la utilización del dinero o el destino del inmueble, en dos diarios de circulación nacional.
Artículo 20. A los efectos de la presente ley, se entenderá como:
a. "Actividad Ilícita": Toda actividad tipificada cómo delictiva, aun cuando no se haya dictado sentencia penal
b. "Bienes": Son los objetos materiales y/o inmateriales, muebles o inmuebles, susceptibles de tener un valor; como así también los documentos o instrumentos legales que acrediten la propiedad sobre dichos activos
c. "Instrumentos": Bienes Utilizados o destinados a ser utilizados, de cualquier forma, en su totalidad o en parte, para la comisión de actividades ilícitas;
d. "Productos": Bienes derivados, u obtenidos directa o indirectamente de actividades ilícitas. 
Artículo 21. Comuníquese al Poder Ejecutivo.


FUNDAMENTOS

Por el presente proyecto se regula la "acción de extinción del dominio" a favor del Estado Provincial de los bienes que a consecuencia de diferentes actividades ilícitas son incorporados espuriamente al patrimonio de una persona.  
Asimismo, esta ley complementa lo establecido en el artículo 23 del Código Penal referido al decomiso de bienes. 
El artículo 23 del Código Penal, establece "En todos los casos en que recayese condena por delitos previstos en este Código o en leyes penales especiales, la misma decidirá el decomiso de las cosas que han servido para cometer el hecho y de las cosas o ganancias que son el producto o el provecho del delito, en favor del Estado nacional, de las provincias o de los municipios, salvo los derechos de restitución o indemnización del damnificado y de terceros” (primer párrafo)
Luego la ley 26.683 incorporó el siguiente párrafo: “En caso de delitos previstos en el articulo 213 ter y quáter y en el Título XIII del libro Segundo de éste Código, serán decomisados de modo definitivo, sin necesidad de condena penal, cuando se hubiere podido comprobar la ilicitud de su origen, o del hecho material al que estuvieren vinculados, y el imputado no pudiere ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga, prescripción o cualquier otro motivo de suspensión o extinción de la acción penal, o cuando el imputado hubiere reconocido la procedencia o uso ilícito de los bienes.”

En consecuencia, la acción de extinción del dominio que se propone, es complementaria del instituto del decomiso que ya se encuentra previsto en el ordenamiento juridico argentino. 
Además se encuenta prevista en la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción, en su artículo 54 en donde se insta a los Estados a "adoptar las medidas que sean necesarias para permitir el decomiso de esos bienes sin que medie una condena, en casos en que el delincuente no pueda ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga o ausencia, o en otros casos apropiados."
Por ello, esta acción complementaria pretende regular el decomiso del que habla la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción, pero ampliando la formula para todo delito grave que sea cometido en el territorio de la Provincia de Buenos Aires. En consecuencia, se ha establecido como parametro una escala penal de una pena máxima de 6 años privativa de libertad. 
También este proyecto cumple con las iniciativas del Programa de Asistencia Legal en América Latina y el Caribe (LAPLAC) y de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODOC) referidos a las prácticas que hay que lograr para facilitar la lucha contra la droga, el crimen organizado, la corrupción y el terrorismo y que ya muchos paises latinoamericanos han adoptado en su legislación interna. (Como es el caso de Colombia y México)
Consideramos necesaria la regulación de este tipo de acción, que ha tenido como punto de partida el derecho a la propiedad que toda persona tiene y del cual nadie puede ser privado arbitrariamente. En esa medida, la presente acción reafirma este derecho en el entendimiento que los bienes adquiridos con capital ilícito no adquieren legitimidad ni pueden gozar de protección legal.   
Por las razones expresadas, solicitamos a los/as señores/as diputada/os que nos acompañen en el presente proyecto
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